INTRUSISMO EN LA INTERMEDIACION Y EN EL ASESORAMIENTO.-
Por la Junta Directiva de Anaf se pone en conocimiento de su gabinete Jurídico supuesto de hecho denunciado por un asociado al objeto, si procede, se tomen las medidas a que hubiere lugar en Derecho para que situaciones como las descritas por un lado no se repitan y, por otro, ponerlas en conocimiento del resto de posibles perjudicados y de afectados.

En el despacho de un asociado se recibe consulta de personas afectadas quienes le narran un sucedido consistente básicamente en que ante un supuesto de falta de liquidez, se le brinda la oportunidad de solventar su problema, y quien aparece le ofrece como solución la firma de un escrito de reconocimiento de deuda con garantía hipotecaria.

Se pacta en el reconocimiento de deuda con garantía hipotecaria un cantidad en concepto de principal, se establece una cantidad en concepto de interés y otra en concepto de interés de demora. 
Hasta aquí, aparentemente no hay ningún problema. Éstos surgen, cuando además de hacer entregas de cantidades opacas a efectos fiscales y que, por ende, no tienen reflejo en lado alguno y no son susceptibles de reclamación en ninguna sede, nos encontramos en que al no poder hacer frente al nuevo débito contraído, nuestros salvadores, por mor de la garantía hipotecaria, se adjudican el inmueble. Los referidos salvadores, por descontado ni son asesores financieros, ni son intermediarios financieros. Item más, podrían ser calificados como subasteros que se prevalen de situaciones de desamparo, pero que, desdichadamente, encuentran cobertura normativa.
Por su indudable interés y acomodo al caso que nos ocupa, transcribimos supuesto idéntico enjuiciado por la Sala Segunda del Tribunal Supremo que no pareció indicios de estafa por mor de la prioridad que dio a la escritura notarial y por tanto a la fe publica.

Por el Juzgado de Primera instancia número 2 de Siero se seguía procedimiento del artículo 131 de la Ley Hipotecaria, con número de autos 71/97 donde figuraba como parte demandante la entidad de crédito CA y demandados los cónyuges A y B.

Para afrontar la deuda, los cónyuges A y B, contactaron con los “intermediarios financieros“ C y D, y con fecha 21 de mayo de 1999 otorgaron ante notario escritura pública de reconocimiento de deuda a favor de los “ intermediarios financieros “ C y D.
C y D acudieron al Juzgado de Siero, consignaron la cantidad adeudada, solicitaron la suspensión de las subastas judiciales que venían señaladas, y el juzgado accedió a ello, haciéndose pago ala entidad bancaria del principal reclamado más intereses y costas.

Como quiera que la escritura de fecha 21 de mayo de 1999 establecía un corto plazo para la devolución de la cantidad adeudad por A y B al intermediario financiero C y D, una vez transcurrido dicho plazo,  C y D promovieron ante el mismo Juzgado de Siero procedimiento igualmente del artículo 131 de la Ley Hipotecaria, ejecutándose la hipoteca, con cuyo motivo la finca de A y B se encuentra en poder de C y D.

¿ Cómo se infiere que alguien, A y B, tengan que pagar una cantidad en menos de un mes a C y D por levantar un embargo que pesaba sobre la vivienda de aquellos, cuando esa cantidad a pagar, opacidades fiscales al margen narradas, es infinitamente superior no solo a la vivienda sino incluso al propio suelo adyacente en la que se encuentra construida ?

El Tribunal Supremo, recurso 1/957/2004, en sentencia número 161/2006, de fecha 15 de febrero de 2006 señala no haber lugar al recurso de casación..
Es más que probable que la estrategia ( la de C y D ) fuera ésa ( la descrita anteriormente ) pero el tema a decidir es si existió un engaño, antecedente causante y bastante por parte de C y D que indujera a A y B a firmar el reconocimiento de deuda con garantía hipotecaria, y en ese sentido, hay que convenir que el pretendido engaño no queda acreditado, ni puede confundirse en ningún modo ni hacerse equiparable a la situación de de necesidad en que pudieran encontrarse A y B ante el procedimiento hipotecario que contra ellos se dirigía y la ausencia de dinero para hacerlo frente, para acceder y convenir A y B con C y D al pago por parte de estos últimos a cambio de la escritura de reconocimiento de deuda con garantía hipotecaria. La realidad de la deuda queda acreditada toda vez que el reconocimiento se efectuó en escritura pública. 

En esta sede casacional, basta con verificar que el documento citado como presupuesto del cauce casacional carece de toda potencia acreditativa para acreditar la existencia del engaño alrededor del cual se nuclea el delito de estafa y sin el cual no puede existir, y ello es así aun cuando se tratase de un contrato simulado que disimulase otro oculto como podía ser un contrato de préstamo, pues tampoco en esta línea se estaría ante un engaño antecedente, causante y bastante.

No puede confundirse el engaño injertado por tercera persona en la victima que le lleva a ésta a efectuar un acto de disposición en su propio perjuicio, con la situación de urgente necesidad de disponer de dinero y aceptar la “ ayuda “ que un tercero se brinda a prestarle en condiciones de aprovechamiento de aquella situación que le permite la imposición de un contrato leonino en clave de explotación. 

Pudo haber aprovechamiento de una situación de explotación por las dificultades económicas que, a la sazón, tenían A y B, pero en este caso, la explotación no es equivalente al engaño propio del delito de estafa.
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